El Gobierno de Navarra desestima un recurso que pedía la anulación de la convocatoria para la adquisición por concurso de suelo residencial
El Gobierno de Navarra, mediante acuerdo adoptado en la sesión del pasado lunes 14 de noviembre y que se ha notificado ya al interesado, ha desestimado un recurso de reposición interpuesto por José Enrique Miranda García y que recurría el acuerdo del Gobierno de Navarra de 4 de julio del presente año, publicado en el Boletín Oficial de Navarra el 25 de julio, por el que se aprobó la convocatoria para la adquisición por concurso de suelo residencial en la Comunidad Foral. 
El recurso desestimado alegaba, entre otras cuestiones, que no hay reglas para valorar las ofertas de suelos urbanos o urbanizables, que el precio máximo previsto (30 euros) no se corresponde con las valoraciones propias del suelo no urbanizable y que la fórmula de pago mediante entrega posterior de aprovechamientos urbanísticos no ampara adecuadamente los intereses públicos. Entre los fundamentos de derecho que se recogen en la desestimación de este recurso, se señala la falta de base jurídica del recurrente, que no cita un solo precepto legal que considere vulnerado. 
El precio de 30 € el metro cuadrado está razonado

A pesar de ello, la resolución desestimatoria, entre los fundamentos de derecho, recuerda, en referencia al precio máximo previsto de 30 euros, que cuando se trata de adquisiciones no forzosas de terrenos rústicos, es el mismo mercado del suelo (que en este caso se ha de manifestar a través del propio concurso ) quien marca los precios. “El límite de 30 euros es un máximo para los licitadores y nunca una exigencia, más bien al contrario, puesto que en los criterios de adjudicación se valora la reducción de precio de la oferta con respecto a dicho precio máximo”, dice el acuerdo de desestimación. 

Cabe explicar que para establecer la cifra máxima de 30 euros, la Administración ha tenido en cuenta todos los factores jurídicos y técnicos que permiten garantizar la viabilidad del concurso. En Navarra los Tribunales de Justicia han aplicado reiteradamente esta línea. Solo como ejemplos cabe recordar que el Tribunal Superior de Justicia de Navarra fijó el justiprecio expropiatorio de los bienes afectados por el plan de la Ciudad del Transporte en 3.000 pesetas por metro cuadrado, frente a las 295 fijadas por el Jurado de Expropiación Forzosa. Los terrenos destinados a la Universidad Pública fueron justipreciados inicialmente a 450 pesetas por metro cuadrado, cifra que el Tribunal elevó a 4.700. Y como último ejemplo de los muchos que cabría presentar, en el área residencial de Mendillorri, el justiprecio inicial de 400 pesetas se vio impulsado por vía judicial hasta 4.283 pesetas del año 1989, más un 5% de premio de afección, que vendría a equivaler a 27,02 euros. 
Teniendo en cuenta todo esto, el acuerdo del Gobierno que desestima este recurso de reposición incide en que las estimaciones de costes de expropiación iguales o superiores a 30 euros para desarrollos residenciales similares a tipologías y densidades a las de Mendillorri o Sarriguren no son descabelladas. “Dado que el concurso pretende sustituir el procedimiento de expropiación por otro que, siendo de adhesión voluntaria, ofrezca mayores ventajas y menores inconvenientes a la Administración, se ha considerado como cifra máxima idónea de 30 euros”, dice textualmente.

“No tiene sentido comparar como hace el recurrente, la opción expropiatoria para fin residencial con la ejercitada para otros fines no residenciales, como la Autovía del Camino. Dicha autovía carece de valor de mercado, no puede venderse, por lo que es lógico y obligado que los terrenos rústicos necesarios para su construcción se valoren a su precio actual de rústico. Cuando se expropia a fin de edificar antes o después, los Tribunales tienen sistemáticamente en cuenta que el producto inmobiliario final es vendible en el mercado, y generalmente da beneficio”, prosigue el acuerdo de Gobierno. 

El acuerdo desestimatorio prosigue así: “En cuanto a que la adjudicación del concurso va a dificultar o impedir el ejercicio de la facultad de planeamiento público en el área afectada, se le responde al recurrente que el Pliego del Concurso no limita, ni podría hacerlo de modo alguno, la potestad de planeamiento de las Administraciones Públicas. Esta convocatoria conduce a un resultado análogo al previsto para los convenios de planeamiento municipal en el artículo 24 de la Ley Foral de Ordenación del Territorio, pero con la radical ventaja jurídica que deriva de su justificación mediante concurso público con baremo común de valoración, frente a la discrecionalidad, en ocasiones problemática, que caracteriza la selección de beneficiarios de los convenios ordinarios de planeamiento”. 

Por añadidura, el propio pliego de la convocatoria recurrida excluye cualquier posible responsabilidad indemnizatoria derivada de eventuales retrasos en el cumplimiento de lo convenido: “la no aprobación por la Administración de las determinaciones estructurantes precisas para dichos suelos en el plazo que se establezca en la oferta, dará derecho al ofertante y a los titulares de los terrenos a rescindir el contrato formalizado con la Administración reintegrándoles la titularidad del suelo sin derecho a ninguna otra compensación o indemnización”.

Previsiones de las Normas Urbanísticas Comarcales

Cabe recordar que en lo que afecta a la Comarca de Pamplona, principal zona de procedencia de la demanda de vivienda protegida en Navarra, las previsiones de las Normas Urbanísticas Comarcales, tras precisar que las áreas residenciales señaladas lo son con carácter indicativo y que el desarrollo residencial no queda limitado a las mismas, incluye los siguientes criterios para delimitar nuevas áreas residenciales:

- En los núcleos urbanos y específicamente en los rurales y mixtos, en las actuaciones residenciales que vayan más allá de los crecimientos vegetativos y de los crecimientos según las estrategias propias de cada núcleo de población. Las mencionadas Normas Urbanísticas Comarcales señalan que “los crecimientos poblacionales previstos deberán alcanzar una masa crítica suficiente que permitan generar por sí mismos el nivel de dotación y equipamiento adecuado, de modo que estas necesidades no deben defenderse en las poblaciones limítrofes. El conjunto de las distintas infraestructuras generales que deban ejecutarse lo serán a cargo de la actuación de que se trate”.
- ”No obstante, asimismo, podrán ser criterios a tener en cuenta en la aprobación de los instrumentos razones de interés social vinculadas a la promoción de viviendas de algún régimen de protección pública en promociones privadas o públicas, o en aquellas que específicamente se incardinen en las políticas de suelo y vivienda del Gobierno de Navarra”, recogen las NUCs.

Pamplona, 1 de diciembre de 2005
